
1 
 

153-D-16 

TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las doce horas del dieciséis 

de abril de dos mil dieciocho. 

 Por agregados los siguientes documentos: 

 1) Denuncia remitida por el Secretario de la Comisión de Ética Gubernamental de la 

Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos (PDDH), suscrita por la señora 

******************************, contra el licenciado Heriberto Ramírez Alfaro, 

Empleado de la Oficina de Control de Procedimientos de dicha Procuraduría, con la 

documentación adjunta (fs. 1 al 10).   

 2) Escrito de la señora *********************, mediante el cual señala lugar para 

recibir notificaciones (f. 10). 

 La denunciante refiere que en fecha veinte de octubre de dos mil quince, acudió a las 

oficinas de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos en San Salvador, con la 

finalidad de que se le brindara apoyo en diligencias de aceptación de herencia y cobro de 

pensión por sobrevivencia ante el Instituto Salvadoreño del Seguro Social para su hijo 

****************************. 

Señala que la atendió el licenciado Heriberto Ramírez Alfaro, quien le prometió que él le 

llevaría los dos casos y que le debía llevar documentos para tales fines, solicitándole 

posteriormente cierta cantidad de dinero para pago de “certificaciones”. 

Asimismo, indica que el licenciado Heriberto Ramírez Alfaro, le cobró para que lo 

nombrara apoderado y darle seguimiento a una denuncia que ella había presentado en la Sección 

de Investigación Profesional de la Corte Suprema de Justicia, por lo que en diferentes ocasiones 

le entregó cantidades de dinero inferiores a cien dólares en las afueras del edificio Ex Fertica 

en donde la citaba. Además manifiesta que le dio un caso más de escrituración. 

A ese respecto, se hacen las siguientes consideraciones: 

I. El procedimiento administrativo sancionador competencia de este Tribunal tiene por 

objeto exclusivo determinar la existencia de infracciones a los deberes y prohibiciones 

regulados en los artículos 5, 6 y 7 de la LEG, y sancionar a los responsables de las mismas. 

Ello, con el propósito de proteger al gobernado frente a cualquier acción u omisión que 

lesione su derecho a una buena Administración Pública, reconocido implícitamente en el art. 1 

de la Constitución al calificar a la persona como el origen y el fin de la actividad estatal . 

 De hecho, todos los parámetros conductuales enunciados en la LEG son reflejo de la 

concepción constitucional acerca del Estado, cuya existencia y organización, –y por ende de los 

elementos que lo integran–, se orienta al servicio de la colectividad mediante la satisfacción de 

la justicia, la seguridad jurídica y el bien común.  

 Adicionalmente, los cánones conductuales plasmados en la LEG y cuya observancia es 

fiscalizada por este Tribunal, materializan los compromisos internacionales adquiridos por el 

Estado salvadoreño con la suscripción y ratificación de la Convención Interamericana contra la 
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Corrupción y la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, instrumentos que 

reconocen la lucha contra la corrupción como un mecanismo para la institucionalidad y la 

consolidación de la democracia. 

 Ahora bien, la sustanciación del procedimiento para la investigación regulado en el 

capítulo VI de la LEG, requiere que la denuncia provea suficientes indicios de la violación de 

un deber o prohibición ética, en los términos contemplados en los artículos 5, 6 y 7, ya 

relacionados, normas que limitan la competencia objetiva de este Tribunal. 

También, es necesario señalar que toda autoridad administrativa está supeditada a una 

serie de principios de rango constitucional, entre los que destaca el de legalidad consagrado en 

el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución.  

 Como consecuencia de ello, la Administración Pública sólo puede actuar cuando existe 

una ley formal que la habilite para tal efecto, y dentro de los límites establecidos por la misma. 

 Así, para que la denuncia sea procedente ante este Tribunal es imprescindible que el 

asunto expuesto en la misma sea propio del marco ético, por lo que al trascender de este límite 

habrá distintas acciones en otras áreas del ordenamiento jurídico que ya no corresponde conocer 

a esta autoridad. 

 II. El artículo 81 letra b) del Reglamento de la LEG establece como causal de 

improcedencia de la denuncia o aviso, que el hecho denunciado no constituya transgresión a las 

prohibiciones o deberes éticos. 

 Conforme al principio de tipicidad, toda conducta u omisión constitutiva de infracción 

administrativa debe estar descrita con claridad en una norma, por consiguiente, la facultad 

sancionadora de esta institución se restringe únicamente a los hechos contrarios a los deberes y 

prohibiciones éticos regulados en la LEG. 

 III. En el caso particular, como ya se indicó, la denunciante señala que acudió a las 

oficinas de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, con la finalidad de que 

se le brindara apoyo en diligencias de aceptación de herencia y cobro de pensión por 

sobrevivencia para su hijo, siendo atendida en dicha institución por el licenciado Heriberto 

Ramírez Alfaro, quien le habría solicitado dinero para el pago de “certificaciones” y efectuado 

cobros para representarla como su apoderado en un procedimiento iniciado en la Sección de 

Investigación Profesional de la Corte Suprema de Justicia. 

 A ese respecto, es preciso señalar que el artículo 194 romano I de la Constitución 

establece que le corresponde al Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos velar por 

el respeto y la garantía a los Derechos Humanos, así como brindar asistencia a las personas que 

presuntamente sean víctimas de violaciones a tales derechos. 

Asimismo, el artículo 2 de la Ley de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos 

Humanos establece que la finalidad de esa institución es velar por la protección, promoción y 

educación de los Derechos Humanos. 
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En ese sentido, se advierte que el marco de actuación del licenciado Ramírez Alfaro se 

encuentra fuera de su función como empleado público; pues las diligencias efectuadas por dicho 

señor no cumplen con el fin institucional de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos 

Humanos, por ende, tampoco forman parte de las funciones del perfil del cargo de Jurídico, 

descritas en el Manual de Organización y Puestos de esa institución. 

Así, los hechos denunciados no pueden ser controlados por este Tribunal porque al 

contrastarlos con los deberes y prohibiciones éticos establecidos en la LEG se advierte que los 

mismos no se perfilan como transgresiones a estos 

En definitiva, la denuncia adolece de un error de fondo insubsanable que impide 

continuar con el trámite de ley correspondiente. 

 No obstante la imposibilidad por parte de este Tribunal de controlar esa actuación, ello 

no significa una desprotección a los derechos que pudieran verse comprometidos sino 

únicamente que deberán ser otras instancias las que, dentro de sus competencias, evalúen y 

determinen las responsabilidades que correspondan, pudiendo la denunciante, si así lo estima 

pertinente, avocarse a las mismas a fin de denunciar lo ocurrido. 

 Por tanto, y con base en los artículos 5, 6 y 7 de la Ley Ética Gubernamental y 81 letra 

b) de su Reglamento, este Tribunal RESUELVE: 

 a) Declárase improcedente la denuncia presentada por la señora 

********************************. 

b) Tiénese por señalada como lugar para oír notificaciones la dirección que consta en el 

folio 10 del expediente del presente procedimiento. 

Notifíquese.  

 

 

 

 

 

 

 

 

         PRONUNCIADO POR LOS MIEMBROS DEL TRIBUNAL QUE LO SUSCRIBEN 

                                                                                                                                                                                  


